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Corte Constitucional
	 
          

           COMUNICADO No. 29
           Julio 23 y 24 de 2014


La sala plena de la Corte Constitucional accedió a la solicitud de nulidad de la sentencia T-893/11, presentada por el apoderado de la organización Pajonales S.A., al encontrar que esta sociedad nunca fue vinculada al trámite que dio origen al mencionado fallo, pese a que las órdenes allí impartidas lo afectaron de manera directa, lo que vulneró sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa
	VI.  Solicitud de nulidad de la Sentencia T-893/11 - AUTO 223/14 (Julio 24)

      M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub



El fallo anulado tuvo origen en la pretensión de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes solicitada tanto por la señora Delia Urueña Tovar, como  por Carmen Elina Cardozo Cruz, a partir de la muerte de Juan de Jesús Álvis, de quien aseguraban eran su compañera y cónyuge, respectivamente. La prestación que en vida recibía el señor Álvis, estaba a cargo de la Organización Pajonales S.A.  En primera instancia, el Juzgado Civil del Circuito de Lérida (Tolima), otorgó la pensión a la señora Carmen Elina Cardozo, tras corroborar su permanente convivencia con el causante en calidad de cónyuge. Respecto de la señora Delia Urueña, sostuvo que a pesar de existir una sentencia judicial en la que se declaraba la unión marital de hecho entre ella y Juan de Jesús Álvis, la misma no podía ser valorada dado su aporte extemporáneo. En segunda instancia, el Tribunal Superior de Ibagué, Sala Laboral, confirmó la decisión anterior en todas sus partes. Posteriormente, la señora Delia Urueña interpuso recurso extraordinario de casación pero le fue desestimado argumentando falencias técnicas y sustanciales insubsanables en la formulación de la demanda.

Por tanto, la señora Delia Urueña instauró acción de tutela contra la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, alegando la vulneración de sus derechos fundamentales a la igualdad, a la seguridad social y al mínimo vital, debido a que esa Corporación no valoró la sentencia judicial que había declarado la unión marital de hecho entre ella y el causante, lo que resultaba fundamental para reconocer su derecho. El amparo fue rechazado de plano por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, argumentando que las decisiones emitidas por el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria no son susceptibles de recurso alguno.

En cuanto al derecho reclamado por la accionante, en la sentencia T-893 de 2011, a partir de las pruebas allegadas al proceso, la Sala Sexta consideró que estaba demostrada la convivencia de esta con el causante, por lo que, con base en criterios de igualdad material, dispuso que la pensión debía dividirse en partes iguales para cada una de las beneficiarias. Así entonces, advirtió que tanto el Juzgado Civil del Circuito de Lérida como la Sala Laboral del Tribunal Superior de Ibagué habían omitido valorar las pruebas que permitían establecer que existió convivencia simultánea entre las potenciales beneficiarias y el causante, incurriendo con ello en un defecto fáctico. En consecuencia, ordenó al Tribunal Superior de Ibagué Sala Laboral que emitiera un nuevo fallo en el que se ordenará a la Organización Pajonales S.A. pagar en partes iguales la pensión de sobrevivientes tanto a Delia Urueña como a Carmen Elina Cardozo.

Al tener conocimiento del fallo emitido por el Tribunal Superior de Ibagué, la Organización Pajonales S.A. solicitó ante esta Corporación la nulidad de la sentencia T-893 de 2011, alegando que no fue vinculada ni notificada del trámite de la acción de tutela que dio origen a la misma, y en la que, finalmente, se emitió una orden que lo afecta directamente.

La Sala Plena de la Corte Constitucional encontró que, en efecto, durante el trámite de tutela no se ofició a la Organización Pajonales S.A. para que se pronunciara sobre la protección requerida por la señora Delia Urueña. Igualmente, advirtió que la parte resolutiva de la sentencia T-893 de 2011, a pesar de estar dirigida directamente al Tribunal Superior de Ibagué, Sala Laboral, contenía pautas que modificaban una obligación pensional a cargo de la Organización Pajonales S.A., dado que debía dividir la mesada en partes iguales y reconocer una mitad a favor de Delia Urueña. 

Además, al ordenarse tal división, la Sala Plena advirtió que la sentencia no fue clara en definir si el reconocimiento pensional debía hacerse a partir de la muerte del señor Juan de Jesús, ocurrida el 23 de octubre de 2002, o de la misma fecha en que se emitió el fallo de sustitución por parte del Tribunal Superior de Ibagué, situación que pudo afectar de manera directa los intereses patrimoniales de la Organización Pajonales S.A., dado que al no haber claridad sobre el tema, existía la posibilidad de que se viera inmersa en un proceso ejecutivo cuya pretensión principal fuera el pago retroactivo de dicha prestación.

Con fundamento en las anteriores consideraciones, al advertirse una evidente vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa de la Organización Pajonales S.A., la Sala Plena declaró la nulidad de la sentencia T-893 de 2011, pues era necesario que durante el trámite de tutela se conociera su posición, por tener interés directo en la pretensión de reconocimiento pensional y por estar a su cargo pagar dicha prestación.

Asímismo, teniendo en cuenta que la señora Delia Urueña es un sujeto de especial protección constitucional, pues hoy en día cuenta con 86 años de edad, y que la nulidad de la sentencia T-893 de 2011 significa la suspensión del pago de su mitad de la mesada pensional, lo cual podría generar un perjuicio irremediable de sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la seguridad social, la Sala Plena, como medida cautelar, decidió ordenarle a la Organización Pajonales S.A. que se abstuviera de suspender el pago de dicha prestación, tanto a la accionante como a Carmen Elina Cardozo.
· Decisión 
Primero.- Declarar la NULIDAD de la sentencia T-893 del 30 de noviembre de 2011, proferida por la Sala Sexta de Revisión de la Corte Constitucional. 
Segundo.- Por Secretaría General de la Corte Constitucional, ORDENAR a la Organización Pajonales S.A. (Carrera 5 # 29-35 Oficina 292, tel. 2656648, Ibagué, Tolima) que, a partir de la notificación de esta providencia, CONTINÚE PAGANDO la mesada pensional de sobrevivientes por partes iguales a favor de las señoras Delia Urueña Tovar y Carmen Elina Cardozo Cruz, hasta tanto se emita una nueva decisión de fondo por esta Corporación.
Tercero.- REMÍTASE el expediente T-1959885 al Despacho del Magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chlajub, para lo de su competencia.
Cuarto.- Por Secretaría General de la Corte Constitucional, COMUNICAR esta decisión a las señoras Delia Urueña Tovar, Carmen Elina Cardozo Cruz y a la Organización Pajonales S.A., para lo cual se les enviará copia de la providencia. 
Quinto.- Contra este pronunciamiento no procede recurso alguno. 
· Salvamento de voto
La magistrada María Victoria Calle Correa salvó su voto por considerar que no había lugar a declarar la nulidad de la sentencia T-893 de 2011. Sostuvo que no existió vulneración alguna al derecho al debido proceso de la Organización Pajonales S.A. derivada de su no vinculación al proceso de tutela, por cuanto en éste no se discutía la existencia, el monto o la duración de la obligación pensional a cargo de dicha entidad, sino únicamente quiénes serían sus beneficiarios. Se trataba, por tanto, de una controversia que tan sólo involucraba a las dos compañeras permanentes del causante, sin concernir a quien en vida fuera su empleador.

En el numeral tercero de la parte resolutiva de la sentencia T-893 de 2011 se ordenó a la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué dictar una sentencia de reemplazo que modificaba este último componente de la obligación pensional, para indicar que el monto de la pensión de sobrevivientes debía repartirse a partes iguales entre las dos compañeras del causante, en lugar de reconocerse en su integridad sólo a una de ellas, como hasta ahora venía ocurriendo.
 Sin embargo, sostuvo la magistrada Calle Correa, esto no supone ninguna afectación de los intereses de la Organización Pajonales S.A., ya que en la orden impartida en la sentencia de tutela quedó perfectamente claro que el reconocimiento del 50% de la pensión a favor de la señora Delia Urueña Tovar no se retrotraía hasta la fecha de la muerte del causante; tal efecto retroactivo sólo se dispuso respecto del monto de la pensión reconocida a la señora Carmen Elina Cardozo Cruz, quien ya venía disfrutando del 100% de dicha prestación desde la fecha de la muerte del causante.  Así las cosas, los intereses económicos de la Organización Pajonales S.A. no se vieron afectados en modo alguno por la modificación ordenada en la sentencia de tutela, razón por la cual no cabía considerar a este como tercero con interés legítimo, para efectos de su vinculación obligatoria al juicio de tutela. 

La magistrada Calle Correa enfatizó que, de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corporación, la declaratoria de nulidad de una sentencia tiene carácter excepcional y sólo procede cuando exista prueba de una violación ostensible al debido proceso, que pueda calificarse como significativa y trascendental y además tenga repercusiones sustanciales y directas en la decisión adoptada o en sus efectos. Ninguna de estas condiciones, a juicio de la Magistrada, se verificó en el presente caso.
LUIS ERNESTO VARGAS SILVA

Presidente 
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Presidente 
� En relación con este punto, en la parte resolutiva de la sentencia T-893 de 2011 se dispuso: 


“TERCERO.- ORDENAR a la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué, que en un término no superior a diez (10) días contados a partir de la notificación de esta sentencia, profiera un nuevo fallo en cual se reconozca, con base en los argumentos señalados por la Sala Sexta en el caso concreto, que:


a) Previo a su fallecimiento, el señor Juan de Jesús Alvis Bocanegra convivió tanto con Delia Urueña Tovar como con Carmen Elina Cardozo.


b) Establecido lo anterior, procederá a dictar sentencia indicando que:


- A favor de la señora Carmen Elina Cardozo Cruz, en su condición de compañera permanente del causante, la empresa Pajonales S.A., deberá reconocer el 50% de la asignación básica mensual de jubilación que devengaba el extinto Juan de Jesús Alvis Bocanegra, desde la fecha de su muerte, 23 de octubre de 2002.


- A favor de la señora Delia Urueña Tovar, en su condición de compañera permanente del causante, la empresa Pajonales S.A. deberá reconocer el 50% de la asignación mensual de jubilación  que devengaba el extinto Juan de Jesús Alvis Bocanegra.”








